Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc la señora Senadora Moreira). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:09). 


Antes de dar cuenta de un asunto entrado debemos elegir Presidente y Vicepresidente, así 
como decidir si modificamos el régimen de trabajo en función de la solicitud hecha por los señores 
Senadores Amorín y Carámbula. 


SEÑOR ENCISO..- Quiero pedir a la Comisión si es posible trasladar la designación de Presidente para 
después del 9 de julio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, seguiríamos sesionando con un Presidente ad hoc hasta que se 
elija al Presidente para este año, que va a ser un representante del Partido Nacional. 


Como decía, hay una propuesta para modificar el régimen de trabajo hecha por los señores 
Senadores Amorín y Carámbula. La idea es que la Comisión se reúna los miércoles a las 17 horas. 


(Apoyados). 


Si todos los señores Senadores están de acuerdo, a partir de la próxima semana 
sesionaríamos los miércoles a las 17 horas. 


Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente). 


«La señora Senadora Verónica Alonso y el señor Senador Carlos Enciso presentan con 
exposición de motivos un proyecto de ley por el que se designa con el nombre “Josefa Oribe” la 
Escuela N* 183 del departamento de Montevideo. (Carpeta N* 247/2015 - Repartido N* 152/2015)». 


—Haremos las consultas correspondientes al Ministerio. 


En el Orden del Día tenemos dos audiencias: en primer lugar vamos a recibir a integrantes 
de Cinemateca Uruguaya a efectos de poner a esta Comisión al tanto de la situación de los archivos 
fílmicos que la institución guarda y para plantear la renovación del apoyo votado por el artículo 747 de 
la Ley N* 18.719, de Presupuesto Nacional, correspondiente al período pasado. 


(Ingresan a Sala los integrantes de Cinemateca Uruguaya). 


—La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir a la delegación de Cinemateca 
Uruguaya, compuesta por María José Santacreu, Coordinadora General; Lorena Pérez, Jefa de 
Archivo, Marín Aldecosea, representante gremial y Victoria González. 


SEÑORA SANTACREU.- Mi nombre es María José Santacreu y soy la Coordinadora General de 
Cinemateca Uruguaya. 


El pedido de esta reunión es para plantear a los señores Senadores integrantes de la 
Comisión de Educación y Cultura la situación por la que atraviesa Cinemateca Uruguaya. No es nueva 
esta situación —suponemos que ello es de dominio público- y el origen de este déficit y de las 
dificultades económicas para sostener a la institución está en la naturaleza misma de la Cinemateca, 


en su modelo de funcionamiento. Se trata de una institución privada que extrae sus recursos de la 
exhibición de películas; es un modelo muy inusual, diría que único en el mundo. Se sostiene 
únicamente a través de los aportes que realiza la sociedad mediante la venta de una membresía para 
ver películas, y para mantener a la gente interesada en las funciones que presenta Cinemateca se 
requiere una constante exhibición de películas. Eso tiene consecuencias en el patrimonio, porque es 
prácticamente imposible sostener un archivo fílmico extrayendo los recursos de este modo. 


Alo largo de estos años Cinemateca ha hecho muchos llamados al Estado uruguayo para 
que apoye con más decisión la función que cumple, no solamente como guardiana del patrimonio 
audiovisual del Uruguay, sino también como institución cultural de reconocida trayectoria, de destacada 
labor, sobre todo en la época de la dictadura, y de formadora de espectadores, una función nada 
menor y que a menudo queda un poco dispersa en la multiplicidad de funciones que cumple. Creo que 
hemos hecho todos los intentos de llamar la atención de quienes toman las decisiones en las políticas 
culturales sobre esta situación un poco absurda. 


Repito: Cinemateca se debe mantener con un modelo de ventas de entradas, y eso repercute 
de manera importante no solamente en el propio patrimonio, sino en los servicios que presta. A lo largo 
de los años se ha vuelto deficitaria y cada vez más está brindando servicios menos adecuados a los 
requerimientos de la exhibición cinematográfica, que es un sector que depende muchísimo del 
aggiornamento tecnológico. Esta problemática es la que motiva este pedido de audiencia. 


Creemos que el apoyo del Gobierno uruguayo debe ser mucho más sostenido y decidido. 
Contamos con un reconocimiento público muy importante. Creo que cualquiera de los señores 
Senadores sabe que solo con nombrar a Cinemateca todo el mundo sabe a qué se dedica —no es 
necesario explicarlo- y conoce las imágenes que están allí porque las ha visto. Quien haya visto, por 
ejemplo, el documental Maracaná, sabe que esas imágenes están ahí porque Cinemateca las guardó. 
Creo que a esta altura nos parece natural que estén ahí, pero no es así; están ahí porque hay un grupo 
de personas que se han encargado —como notoriamente lo hizo Manuel Martínez Carril— de juntarlas, 
preservarlas y cuidarlas para que estén a disposición porque son la memoria fílmica. Nuestro pasado 
está allí guardado, pero es imposible seguir manteniéndolo de esa manera. 


No sé si es de público conocimiento cómo se preserva el cine: requiere de grandes bóvedas 
refrigeradas a 5 grados de temperatura todo el año —de eso puede hablar mejor Lorena Pérez-— y con 
determinados niveles de humedad. Como ya dije, todo eso lo mantenemos vendiendo entradas de 
cine, y repito que por ese motivo solicitamos ser recibidos por la Comisión. 


Por la Ley de Presupuesto anterior tenemos un apoyo de $ 200.000 anuales. Es una cifra 
que nosotros agradecemos, porque sin este apoyo sería aún más difícil mantener nuestras funciones, 
pero a todas luces es un monto insuficiente para mantener un acervo de 18.000 películas. Consideren 
que representa más o menos un peso por película por mes, lo que no da ni siquiera para pagar lo 
mínimo de ese mantenimiento que requiere, como ya dije, condiciones especiales de guardado. A 
veces uso un símil para ilustrar lo que significa mantener un archivo en estas condiciones: sería como 
si mañana dijéramos a la Biblioteca Nacional que debe llevar adelante sus actividades, pagar el alquiler 
del local, hacer frente a los salarios, costear el consumo de energía eléctrica, comprar los libros y 
mantenerlos en condiciones, cobrando a los ciudadanos por leerlos. Es exactamente lo que hace 
Cinemateca, con el agravante de que el cine es más caro de mantener que los libros porque requiere 
de otras condiciones. 


Realmente está muy comprometida la mera existencia de Cinemateca y por eso aspiramos a 
que se la considere de interés público —si bien se trata de una institución privada— para que, de esa 
forma, pueda obtener subvenciones y un apoyo más decidido de forma de poder seguir funcionando. 
En cada período de Gobierno se renuevan nuestras esperanzas de que finalmente se concrete ese 
reconocimiento, más allá de lo nominal; queremos que no solo se diga «¡Qué bárbaro Cinemateca!», 
sino que se nos ayude a cumplir nuestra tarea en mejores condiciones a fin de poder garantizar que 
ese patrimonio siga estando a disposición de los uruguayos. Como decía, con cada nuevo período de 
Gobierno se renueva esa esperanza de que se la reconozca de manera efectiva y así poder continuar 
cumpliendo esa función. Lamentablemente eso no ha sucedido, a pesar de que hemos mantenido 
reuniones con el Ministerio —y continuamos dialogando— y a que tenemos una excelente relación con 


los poderes públicos. Lo cierto es que nunca llega a verificarse un apoyo sostenido en los 
presupuestos. Muchas veces ocurre que como Cinemateca advierte que se va a fundir, aparece un 
apoyo puntual que siempre es insuficiente. Entonces, reitero, pretendemos contar con un apoyo 
sostenido y suficiente. Es muy complejo seguir funcionando en un estado de emergencia permanente 
que se arrastra desde hace muchísimos años. 


Esa es nuestra inquietud, agravada porque estos años que vienen se plantean como de 
mayor dificultad económica. Tratamos de suplir esa falta de apoyos buscando otros dirigidos a la faz 
comercial, pero los recortes anunciados en las empresas públicas han impactado directamente en 
nuestros acuerdos de patrocinio. Tengamos en cuenta que se ha dicho que en este período dichos 
aportes se reducirán hasta el 70 %. 


Hemos venido a denunciar que la situación de Cinemateca es desesperante al punto que no 
sabemos si podremos seguir con nuestras actividades en el cortísimo plazo; ya no hablamos de que 
cerrará el año que viene, sino de una cuestión de meses. De acuerdo con los anuncios que nos están 
haciendo nuestros partners comerciales, no vemos más allá de unos meses de funcionamiento. 
Además, el problema no se soluciona si Cinemateca cierra. Es como el cuento de Monterroso, que 
narra que cuando despertó el dinosaurio seguía allí. El patrimonio va a continuar allí. Si damos quiebra 
habrá 18.000 películas que seguirán existiendo. Y no hablamos de cualquier película, sino de imágenes 
que muestran 18 de Julio con árboles, los viejos ómnibus de Cutcsa, los goles de Maracaná o la Paz 
de 1904, etcétera. Todas esas imágenes que tenemos incorporadas como nuestro pasado están 
guardadas en las condiciones que podemos —muy lejos de las ideales— y requieren una acción y una 
señal muy fuerte de interés de parte del Estado en lo que hace a su conservación y a la existencia de 
Cinemateca. Cumplimos 60 años de existencia y Martínez Carril, que logró que esta Cinemateca 
traspasara fronteras no solo por la calidad de su patrimonio, sino por la acción en la sociedad, falleció 
el año pasado diciendo que Cinemateca era un proyecto fracasado, en tanto llegamos este punto, en 
que el patrimonio sigue estando tan comprometido como siempre. 


Al final, a veces pensamos que durante la dictadura a la Cinemateca le iba mejor, cuando por 
una cuestión de militancia política la gente se asociaba y permanecía porque había una conciencia 
mucho más clara de la importancia de este lugar como un espacio de libertad, de reunión. En ese 
momento Cinemateca se transformó en una institución realmente capital para los ciudadanos, para 
todos nosotros, adquiriendo todo este patrimonio. 


Ahora, por muchísimas razones que tienen que ver con el consumo del cine y con el 
relacionamiento de la gente con lo audiovisual, la Cinemateca necesita verdaderamente que se 
reconozca esa función y deje de ser un proyecto, en el fondo, fracasado en su capacidad de generar 
en el sistema político y en el Estado uruguayo algo que vaya más allá de un reconocimiento verbal —al 
decir «yo fui socio de la Cinemateca»- porque eso es justamente parte del problema en tanto sigue 
necesitando que todo el mundo sea socio porque no tiene otra manera de sostenerse. La realidad nos 
indica que ningún archivo fílmico del mundo se mantiene de esa manera. 


Antes de terminar, quiero pedir que se tenga esto muy presente y que se busque la manera de 
que ese apoyo dado a la Cinemateca sea distinto en su monto. Sabemos que en otros países de 
América los archivos fílmicos tienen presupuestos muy diferentes. Por ejemplo, México acaba de 
invertir US$ 35:000.000 en su Cinemateca. Se me podrá decir que México es gigante, pero de todas 
maneras se puede hacer la relación que se quiera respecto a lo que invierte el resto de los Estados. En 
Uruguay parece muy normal que Cinemateca siga funcionando como lo ha venido haciendo todos 
estos años, pero llegará un momento en que no podrá seguir y dejará de existir, con lo que el 
patrimonio se perderá. 


Agradezco a la Comisión. 


SEÑORA PÉREZ.- Soy Jefa de Archivos de Cinemateca Uruguaya y, para dar un ejemplo de lo que es 
el archivo, quiero decir que nosotros no solo cuidamos nuestro patrimonio. Toda la colección en soporte 
nitrato —muy delicada porque el nitrato es autocombustible, etcétera—- que pertenece al Sodre se 
encuentra en las bóvedas de Cinemateca debido a que en todos estos años dicha institución no 
encontró un lugar adecuado. Esto se ha realizado de manera puramente gratuita, pero ha llegado el 


momento en que necesitamos en que el Estado —como decía mi compañera— tome conciencia de lo 
que significa una institución como Cinemateca para la cultura, la memoria y el sentir social del Uruguay. 


En Cinemateca no sólo hay películas e imágenes, sino registros e informativos. Por ejemplo, 
está la colección del noticiero de la Dinarp en 35 milimetros. 


En este momento estamos haciendo una preservación pasiva, es decir, tratando de mantener 
los niveles de humedad y de temperatura constantes, que es lo más que podemos hacer y, dentro de 
nuestras posibilidades “somos dos personas las que trabajamos en el archivo y tenemos 22.000 títulos 
fílmicos o más— vamos revisando y viendo qué nivel de deterioro hay. Las películas tienen varios 
factores. Por ejemplo, el acetato puede presentar el síndrome de vinagre, que es un desprendimiento 
de gases que contagia a las otras películas. En ese caso hay que separarlas, pero tampoco tenemos 
cómo tratarlas, ni tampoco la capacidad de digitalizarlas como para tener otro soporte más accesible. 
Nosotros trabajamos no solo con cineastas y documentalistas sino también con investigadores y 
muchas veces no podemos llegar a ofrecer ciertas imágenes, no porque las queramos guardar para 
nosotros, sino porque no tenemos capacidad de exhibirlas. Eso también repercute en cierto trabajo de 
catalogación de las películas. Es como una cadena de trabajo que realmente necesita de inversión. 


Es lo que quería decir en cuanto al trabajo que se realiza en el archivo. 


SEÑOR ALDECOSEA.- Nosotros venimos como trabajadores de Cinemateca pero también como 
dirigentes de la Unión de Empleados Cinematográficos del Uruguay. 


Con un tono de humor decimos que esta película ya la vimos porque en la Legislatura 
anterior nos presentamos ante esta misma Comisión para pedir la habilitación de fondos. 


Suscribimos todo lo que dicen la Coordinadora General y Lorena Pérez. Hoy en día 
Cinemateca se sostiene endeudándose; se trata de un endeudamiento crónico y como trabajadores 
estamos viendo en riesgo nuestra fuente laboral. Teniendo en cuenta, además, que el Presidente de la 
República, en una de sus primeras alocuciones, planteó el importante rol que iba a tener la cultura en 
su administración, pretendemos que se recoja el planteo que realizó la Coordinadora. 


Reitero que como trabajadores estamos muy preocupados porque si Cinemateca no se 
puede sostener en el tiempo nuestra fuente de trabajo corre un serio riesgo. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Voy a hacer tres o cuatro preguntas. ¿Cuál es el presupuesto de 
sustentabilidad de Cinemateca? Dejo de lado el presupuesto de inversión en equipamiento. 


En segundo lugar, quisiera saber cuál es el número de socios que hoy tiene. También me 
gustaría que se hiciera una valoración del Socio Espectacular en el sentido de cuán positiva o no ha 
sido esa experiencia. 


Por último, a partir de la ley en la que se crea el Fondo de Fomento Cinematográfico y 
Audiovisual, quisiera saber cuánto le corresponde a Cinemateca por lo que ha hecho en materia de 
fomento de la industria audiovisual. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero agregar algunas preguntas a las planteadas por el señor Senador 
Carámbula. 


En primer lugar, quiero hacer una pregunta de carácter más general. Ustedes hablan de otro 
modelo de gestión. ¿Tienen pensado algún modelo de cooperación público-privado? 


La segunda pregunta tiene que ver con el archivo fílmico. En la misma dirección que 
señalaba el señor Senador Carámbula, entiendo que hay una parte de ese archivo que es público y 
que para ustedes podría ser una solución que el Sodre pagara por ello. Hay dos problemas distintos: 


uno refiere a la conservación y el otro tiene que ver con la digitalización. ¿Todo eso está 
presupuestado? 


La tercera pregunta está relacionada con la cuestión presupuestaria. En la rendición de 
cuentas figuran $ 200.000, que son menos de US$ 10.000 al año que se le dan a Cinemateca. En 
realidad, ¿ustedes quieren ir a un modelo de gestión —sobre todo por el tema del recorte de 
presupuesto de las empresas públicas— que habilite otra relación con el Estado o lo que querrían es 
más apoyo directo del Estado? 


Por otro lado, me gustaría saber si ya han visitado la Dirección Nacional de Cultura del 
Ministerio de Educación y Cultura. Me señalan que sí lo han hecho; si no hubiera sido así la labor de 
esta Comisión sería preguntar al Ministerio de qué manera va a colaborar en la salvación de 
Cinemateca. 


SEÑORA SANTACREU..- El presupuesto mensual de la Cinemateca es de $ 1:500.000 y tenemos un 
déficit mensual de $ 213.700, lo que implica un déficit anual de aproximadamente $ 2:500.000. 
Tenemos una especie de crédito social con los trabajadores y con las empresas con las que 
trabajamos. Se mantienen deudas de todo tipo, como los alquileres o la impresión de nuestro boletín 
mensual. En casi todas las áreas tenemos una deuda importante, pero gracias al prestigio que tiene la 
Cinemateca, las empresas aceptan mantener esas deudas, que incluso llegan a ser de nueve meses 
de alquiler de una sala. Aclaro que todas las salas de la Cinemateca -incluso la emblemática de la 
calle Carnelli- son alquiladas; lo único que es de su propiedad es el archivo fílmico. 


SEÑOR CARÁMBULA.- ¿Cuál es el volumen total del pasivo? 


SEÑORA SANTACREU.- No tengo aquí los datos. En realidad, nosotros hemos ido recibiendo ayuda 
de parte del Estado, pero en general llega cuando decimos que quebramos. Por ejemplo, cuando nos 
van a desalojar aparecen esas ayudas, que se destinan a achicar el pasivo, pero son simplemente 
contribuciones que sirven para no hundirnos definitivamente; uno queda parado más o menos en el 
mismo lugar porque a partir de allí se empieza a generar nuevamente la deuda y no hay una 
intervención que permita fortalecer a la Cinemateca de manera de que no se vuelva a verificar ese ciclo 
de endeudamiento continuo por su naturaleza deficitaria. 


En cuanto al número de socios, debo decir que no llega a los 3.000. Ese número ha venido 
cayendo pronunciadamente en los últimos años. Actualmente Cinemateca no participa de Socio 
Espectacular porque cuando lo hizo hubo una migración masiva de socios. Esto desbalanceó la 
ecuación ya que el Socio Espectacular paga un monto fijo muy menor a la cuota de Cinemateca. En 
2007 se optó por salirse de Socio Espectacular, lo que provocó una recuperación de socios, pero luego 
se fueron perdiendo lentamente. 


No sé cuánto hace que los señores Senadores no van a una sala de Cinemateca, pero hoy 
están muy atrás en relación a los circuitos comerciales de exhibición. Son salas del viejo circuito de 
cines de Montevideo, como el cine 18 de Julio. Esa es la estructura que nosotros tenemos y no 
competimos en el mercado, no solo por las condiciones de exhibición sino también porque no tenemos 
el apoyo de las campañas gigantes de mercadeo que se hacen hoy en día para sostener las películas. 


Entonces, es muy difícil para Cinemateca competir de igual a igual con el circuito comercial 
de exhibición y creo que el Estado es bien consciente de eso en la medida en que, cuando quiso 
competir, lo primero que hizo fue invertir en infraestructura. Lo que hizo fue poner al Solís y a la sala 
Zitarrosa en excelentes condiciones y dejar al Sodre como un auditorio de primera línea. Además, esas 
instituciones culturales están subvencionadas; el Estado paga su funcionamiento. Por ejemplo, solo el 
50 % del funcionamiento del Sodre se cubre con la venta de entradas. Entonces, exigir que 
Cinemateca cubra el 100 % de su funcionamiento sin inversión en infraestructura es absurdo, eso no 
va a suceder. 


Lo que hemos recogido, sobre todo en el anterior período de Gobierno, es cierta ambición de 
que Cinemateca plantee un modelo de funcionamiento que no sea deficitario, y eso es realmente 


imposible porque los archivos fílmicos —cualquier archivo— son deficitarios por naturaleza. A nadie se le 
ocurre pensar que la Biblioteca Nacional o el Archivo General de la Nación van a dar ganancia; 
tampoco se les va a exigir que organicen otras actividades para mantener su rubro principal, que es a 
lo que está obligado y lo que intenta hacer Cinemateca. Ahora nosotros salimos a buscar 
patrocinadores y, obviamente, el comercial privado tiene que ver si quiere asociar su marca a una 
institución que muestra graves señas de decadencia en sus instalaciones. Si soy McDonald's, por decir 
una marca privada, miro qué es lo que se me está ofreciendo: no solamente qué película, sino también 
la infraestructura. Y para Cinemateca es imposible competir con el estándar de comodidad del resto de 
las salas. Incluso, la gente requiere estacionamiento, climatización, butacas buenas, sonido, aspectos 
que Cinemateca no está en condiciones de proveer actualmente. Entonces, sin esa inversión en 
infraestructura, obviamente va a seguir perdiendo socios porque los modos de disfrute del cine han 
cambiado desde la época en que íbamos todos a la Cinemateca, sin importar si hacía frío o si la butaca 
estaba un poco descuajeringada; nos sentábamos allí porque queríamos ver esa película que no 
íbamos a encontrar en ningún otro lado. Ahora eso cambió: la gente no solamente requiere otro confort, 
sino que tampoco quiere ver el cine que pasa Cinemateca. Quizás ya hicimos la revolución y ahora 
merecemos ir a ver otro tipo de películas. 


Es muy complicada la situación y creo que muchas veces nos hemos dado contra un muro. 
Hay que ser claros en cuanto a que Cinemateca no va a dejar de dar pérdidas 


—lo que va a pasar es que se va a fundir— de la misma manera que da pérdidas el Sodre, por más que 
hay películas que están en excelentes condiciones de exhibición. Este modelo no va a funcionar como 
para que salgamos de esta crisis. 


En cuanto a qué alternativas tenemos, debo decir que hay otra Cinemateca, como la 
francesa, que también es privada pero tiene un apoyo público muy fuerte. Obviamente, no es fácil 
llegar a una solución inmediata; lo que pretendemos es poder analizar juntos las posibles soluciones. 


Cinemateca es una institución privada por necesidad, porque el archivo del Sodre dejó de 
cumplir, de alguna manera, su función, por este mismo problema. Seamos francos: ellos también están 
en problemas, al punto tal que Cinemateca les guarda películas porque es mejor nuestra bóveda de 
nitratos. Nadie quiere que el Sodre se vuelva a incendiar y se pierdan todas esas películas que nos 
están pidiendo de ltalia porque son copias únicas, como la colección de Fernando Pereda. 


Creemos que, en conjunto con el Ministerio de Educación y Cultura o el Estado uruguayo, se 
puede analizar cuál sería el mejor modelo para que esta Cinemateca, que es privada, tenga un apoyo 
público porque, de hecho, funciona como si fuera pública. Incluso, la gente piensa que Cinemateca es 
pública. Nos llaman exigiéndonos o pidiéndonos imágenes como si fuéramos una institución pública y, 
como se decía, es un archivo que hoy día no es accesible. Si un estudiante nos pide ver equis imagen, 
hay una parte que es accesible, pero hay otra, que es inmensa, que no está digitalizada y no se puede 
ver. El problema de los archivos —esto es fundamental- no es algo que se vaya a resolver de un día 
para el otro. Es muy complejo, sumamente complejo. Pretender que esto se soluciona digitalizando es 
erróneo. Muchas veces nos preguntan cuánto sale digitalizar y les respondemos que sale muchísimo. 
Además, hay que aclarar que se mantienen el archivo analógico y el digitalizado; no es que una vez 
hecha la digitalización prendamos fuego al archivo analógico. Digitalizar no es una solución; por 
supuesto que sería un apoyo que el archivo estuviera digitalizado, porque estaría disponible durante 
más tiempo y demás, pero implica tener dos archivos y el digital es más caro que el analógico. 


Nosotros creemos que el tema de los archivos fílmicos nacionales —porque el tema no 
se agota en la Cinemateca— requiere verdaderamente una voluntad política muy firme que permita 
tratarlo con la profundidad que merece y la seriedad que tiene, porque en este momento en que 
estamos hablando se están perdiendo películas. Por ejemplo, antes de morir, Manuel dejó una lista de 
películas con alto riesgo de pérdida, que pertenecen a la generación del 45, pero sinceramente pienso 
que él era optimista al hablar de «alto riesgo de pérdida»; me parece que estas películas ya están 
perdidas y no creo que se pueda hacer demasiado por ellas, porque ya habían ingresado en mal 
estado al archivo. 


Considero que se requiere trabajar en conjunto con el Estado y el Ministerio en un plan que, 
por supuesto, prevea recursos para ver cuál es el mejor modelo, considerando lo peculiar del caso 
uruguayo, donde la Cinemateca nacional es privada y allí está todo el patrimonio. Ahora bien, no se 
puede solucionar el tema de un día para el otro; hay que pensar si digitalizamos o no y qué 
digitalizamos. Hay que hacer un plan, buscar los recursos, porque es algo muy caro, hay que pensar 
qué Cinemateca queremos. 


SEÑORA PASSADA.- Quisiera hacer dos preguntas concretas porque, además, ya estamos sobre la 
hora. 


¿Cuánto pagan por todos los locales que alquila Cinemateca Uruguaya? 
¿A cuántos trabajadores abarca la institución? 


SEÑORA SANTACREU.- En el material que hemos traído tenemos la cifra desglosada que 
corresponde a los alquileres y podemos decir que asciende a $ 186.663. 


Por su parte, el total de trabajadores es variable porque incluye a los docentes de la escuela 
de cine, pero se puede afirmar que el número ronda los 35. 


No sé si he contestado a todas las preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Ustedes ya han tenido una conversación con el Ministerio de Educación y 
Cultura? Porque la Comisión va a encaminar este material hacia esa cartera; por eso queremos saber 
si hay antecedentes al respecto. 


SEÑORA SANTACREU.- Ya hemos tenido dos reuniones con el Ministerio de Educación y Cultura 
para ver de qué manera se podría apoyar a la Cinemateca. Lo que hemos notado es que se repite el 
modelo, porque el Estado uruguayo suele pedir a la Cinemateca que estos apoyos sean a cambio de 
servicios. O sea que no se habla nunca de subvencionar; creo que es difícil que el Estado se lo plantee 
porque quizás políticamente haya que tener más firme esa decisión y es más fácil hacerlo a cambio de 
servicios. Naturalmente que nosotros estamos dispuestos a hacerlo así —de hecho, se está haciendo 
de esa manera-— pero eso implica que no se apoya a la Cinemateca por lo que hace sino por lo que va 
a hacer, lo que supone más trabajo para nosotros. Si el modelo es, por ejemplo, llevar el cine a los 
institutos culturales, a los centros MEC, está muy bien. Nos encantaría que la Cinemateca fuera 
realmente uruguaya y no montevideana, que hubiera ciclos de cine en esos centros, pero creemos, de 
corazón, que debe haber al menos una parte de esos aportes que sean una subvención por lo que la 
Cinemateca ya realiza, que es suficientemente importante: nada menos que guardar todo el patrimonio 
nacional y, además, realizar una tarea de formación de espectadores, una tarea cultural cuyo impacto 
social nadie puede desconocer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación y los despedimos porque ya hay otra 
delegación esperando para ser recibida. 


(Se retira de Sala la delegación de Cinemateca Uruguaya). 


(Ingresan a Sala representantes de Entidad de Gestión de los Productores Audiovisuales, 
Egeda). 


—La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir a representantes de la Entidad 
de Gestión de los Productores Audiovisuales, Egeda Uruguay. Se trata de una asociación civil sin fines 
de lucro que tiene como objetivo gestionar, representar, proteger y defender los intereses de los 
productores de obras audiovisuales, así como sus derechohabientes, independientemente de su 
nacionalidad o residencia. En la tarde de hoy recibimos al Presidente y Director de la película Selkirk — 
como bien recordarán los señores Senadores, era con muñecos— señor Walter Tournier, a la 
Secretaria, señora Mariana Secco, a la Tesorera, señora Lucía Gaviglio, por la Comisión Fiscal, señora 


Ivonne Ruocco, el Asesor Legal, señor Gustavo Fischer, la Asesora Legal, señora Mercedes Castells y 
la Directora, señora Helena Nosei. 


SEÑOR TOURNIER.- Soy el Presidente de la Comisión Directiva de Egeda Uruguay. Como bien dijo la 
señora Senadora, Egeda es una entidad de gestión con sede en España, pero con varias filiales en 
América Latina y en el mundo. Nuestro objetivo es informar qué hacemos los productores a través de 
Egeda. La mayoría de nosotros somos productores, salvo Helena Nosei que es la Directora General de 
Egeda, y Gustavo Fischer y Mercedes Castells, que son los abogados. Los productores nos hemos 
asociado y, para poder defender nuestros derechos, sobre todo los de autor, realizamos una gestión 
con Egeda, cuyo resultado fue la existencia de Egeda Uruguay. La idea es que esta entidad gestione el 
pago de los derechos que nos corresponden. 


A fin de poder entender lo que significa ser productor, vamos a exhibir un video de seis 
minutos con entrevistas a productores uruguayos. De esa forma comenzarán a tener una idea de lo 
que es la producción en el Uruguay. 


(Se exhibe un video). 


—Una vez terminada la película producida, hay algunas instancias de exhibición por 
compromisos asumidos en la producción o coproducción, pero por otro lado se puede conseguir algún 
tipo de venta o de arreglo de contrato para la exhibición de las películas. Eso es lo normal que puede 
pasar. Incluso, se puede exponer a través de un exhibidor. 


Todo esto es, digamos, legal. Sin embargo, resulta que hay una serie de proyecciones de 
películas nuestras, y otras, que no están dentro del régimen legal. Por esa razón existe Egeda y por 
eso estamos aquí. Se ha comenzado a implementar una serie de acciones —que se explicará más en 
detalle— para poder regularizar la exhibición que no está dentro de esos contratos, arreglos o ventas 
que se han hecho. 


Ya desde el año 2007 —momento en que se constituye Egeda Uruguay- se comenzó 
lentamente a trabajar y en este momento estamos concretando esos aspectos, sobre todo con los 
lugares públicos, con el cobro de determinados montos por la exhibición de las películas. 


Creo que lo mejor es que la señora Nosei explique este tema más en detalle. 


SEÑORA NOSE!.- Preparé un material porque se trata de un tema un poco árido y a veces difícil de 
entender en cuanto a qué es la explotación de obras audiovisuales de que estamos hablando y que 
gestionamos en Egeda Uruguay. 


Quizás el símil más fácil de comprender es Agadu. Es decir, nosotros tenemos exactamente 
el mismo estatus jurídico que esa institución —que tiene ochenta años de permanencia— pero ella 
gestiona los derechos de los autores musicales y nosotros gestionamos los derechos de autor de los 
productores audiovisuales. ¿Qué derechos son esos? Aquellos que los productores no pueden ejercer 
directamente. Lo que compra un canal de televisión abierta son los derechos para emitir una 
determinada película. En materia de derechos de autor, lo que explícitamente no se cede está 
reservado. Como decía Fernando, lo que tiene un productor son derechos patrimoniales sobre sus 
obras que va ejecutando según su plan de explotación. Ellos ceden sus derechos de antena, a cambio 
de una tarifa, a un canal de televisión abierta, por ejemplo, en Montevideo, y eso da derecho al canal a 
emitirlo solamente por su antena; no se permiten otros usos que, además, tampoco se saben a priori. 
Es posible que luego ese canal abierto —y así pasa— sea subido en distintos paquetes de televisión por 
abonados. Imaginen la complejidad que esto significa en el correr del tiempo cuando se negocia la 
película y luego viene el dueño de un cable a comprar la señal que termina subiéndose. Lo que tiene el 
canal es derecho sobre su señal pero no sobre los contenidos que no son propios. Señal y contenido 
son cosas distintas; es como el agua y la cañería, o la potencia y la energía. 


Por lo tanto, el canal de aire no puede ceder sus derechos a otro porque él no los tiene. A su 
vez, los cableoperadores, para poder adquirir los derechos de la cambiante programación, tendrían que 


hacer alrededor de 1.500 contratos al año. Si los cableoperadores quisieran tener todas sus licencias 
en orden sería prácticamente imposible si no existieran las entidades de gestión, que para eso se 
crearon. Precisamente, los Legisladores entendieron esta dificultad y diseñaron un hub de encuentro 
entre productores y usuarios de las obras. Eso es lo que realizan las entidades de gestión colectiva. 
Nosotros representamos, a través de acuerdos de reciprocidad, a una infinidad de productores, ya sea 
uruguayos, colombianos, españoles, a los que se encuentran en Hollywood, a los que realizan 
telenovelas para Televisa y a muchos otros. Representamos a todos ellos y así damos licencias 
globales a los usuarios de obras globales. Hay un gran grupo de usuarios que son los cableoperadores 
y otro gran grupo está constituido por los hoteles. Ellos dan un servicio que cobran —está incluido en la 
tarifa del hotel- a sus clientes, pero no pagan por el contenido —que es un derecho de los productores— 
sino por la conexión al señor cableoperador que les dio la señal. En ese caso el derecho es un poco 
distinto ya que estamos ante el derecho de comunicación pública. Es lo mismo que ocurre en un bar, 
en una peluquería o en una clínica, es decir, cuando hay alguien que hace una segunda explotación de 
la obra. Quizás la mejor referencia la podemos tener al mirar un video donde al inicio se dice que su 
reproducción está permitida solamente en el hogar. En caso de que se exhiba a una determinada 
cantidad de gente en un comercio, se necesita una licencia. Entonces, volvemos al tema de hoy: es 
imposible para esa persona dueña del comercio saber qué va a programar Fox, HBO u otras señales 
que llegan a través del cable. Entonces, la manera de conseguir esas licencias es hablando con la 
entidad de gestión colectiva. Esto es lo que venimos haciendo desde el 2012, primero con campañas 
de información, porque los locales no sabían de la existencia de esto. Es así que hace un mes y medio 
salimos en el diario El Observador con Suárez, en un titular que decía que los comercios deberán 
pagar por tener televisión en sus locales. Ese fue el puntapié inicial para empezar a comunicar a la 
gente —al señor del bar, al de la peluquería, al del gimnasio— que, si hace comunicación pública en su 
local de obras audiovisuales, necesita una licencia. Por otra parte, implementamos una licencia que 
fuera asequible a todo el mundo y, como entendemos que nadie la tenía prevista en su presupuesto, en 
un principio planteamos un descuento del 50 %, y ahora uno de 30 %. De a poco vamos informando a 
la gente —tenemos una central telefónica para ello y mandamos millones de correos y cartas— y 
regularizando la situación. En general, cuando las empresas entienden de qué se trata, quieren cumplir 
con la ley. Nos da mucho trabajo, pero nos está yendo medianamente bien. 


Algo importante a destacar es que, más allá de darle dinero, por ejemplo, a Fox —de acuerdo 
con las emisiones porque tenemos contratada una empresa que nos dice qué se da minuto a minuto en 
cada una de las señales importantes que se usan para el reparto—- hay una parte singular que queda 
para el cine nacional. Desgraciadamente, en nuestro país los canales abiertos no tienen una cuota de 
producción nacional importante. La métrica más importante para administrar el reparto es a través de lo 
que emiten los canales abiertos. Aclaro que me refiero a las obras audiovisuales y no a programas 
como el informativo, que se llaman «de flujo», es decir que una vez emitidos dejan de tener valor 
porque nadie los mira nuevamente. Nosotros gestionamos obras como Mr. Kaplan, Whisky, 25 Watts o 
Casablanca, que perduran en el tiempo. 


Lo que se hace —a propuesta de los fundadores de Egeda- es una reserva para el cine 
nacional. A partir de lo que recaudamos, se restan los gastos de administración y gestión —que cuando 
lleguemos al estándar tienen un tope de 10 %- y el 20 % se destina a un fondo para incentivar el cine 
nacional. ¡Ojalá consiga ser más fuerte y logre ser más dinamizador! Ahora, cuando estamos 
recaudando poco y hacemos acrobacias para todo, pudimos poner en funcionamiento una pequeña 
muestra de las cosas que queremos hacer. En ese sentido, les incluimos información sobre un portal 
para hacer llegar el cine nacional a los chicos. Al principio esto fue pensado para los niños del interior, 
pero en realidad es para todas las escuelas públicas. La verdad es que nos emocionamos cuando 
vimos que ayer llegaron los primeros pedidos de códigos de visionado. Esto lo ofrecemos en forma 
gratuita. Nosotros subvencionamos esta idea a través de nuestros sponsors y nuestra propia 
recaudación. En definitiva, los docentes nos tienen que mandar un correo haciendo la solicitud. Nuestro 
portal es muy fácil de encontrar; allí los docentes nos solicitan un código de visionado y se lo damos. A 
su vez, tienen acceso a guías didácticas que hemos desarrollado con críticos de cine y maestros para 
que los chicos puedan jugar a hacer cine, conocer la materia y formarse como espectadores. Estas son 
pequeñas muestras de todo lo que queremos hacer. Y esto es como la pescadilla que se muerde la 
cola: para poder hacer eso necesitamos que se nos respete y que se les respeten los derechos a los 
productores audiovisuales, que no es ni más ni menos que la retribución por un trabajo realizado. A 
veces las personas no entienden esta situación: dicen que pagan el cable, lo que es verdad, pero el 
acto de comunicación pública se realiza a través de la televisión y para eso se necesita que estos 
señores, que hicieron las obras, les den la licencia. 


En cuanto a nuestra tarifa, un televisor de plasma colgado en una pared puede ser visto por 
unas veinte personas. Entonces, la tarifa básica es US$ 1,06 por cantidad de personas que pueden ver 
el televisor. En Uruguay los bares o los lugares abiertos al público no tienen un logo que informe sobre 
el aforo del local, como tienen los ascensores. Entonces, tanto para el negocio como para nosotros es 
difícil establecer cuál es el aforo del local. Por eso nos dijimos que debíamos pensar en algo más 
sencillo, tanto para el dueño del local como para nosotros. Pensamos que podría ser por televisor, pero 
como también se ve fútbol, etcétera, decidimos que sería el 50 % de nuestra tarifa por televisor, por lo 
que quedó fijada en US$ 10 por televisor y por mes. Si uno tiene más televisores, va a tener un 
descuento, pero el 90 % de los locales tienen entre uno y dos televisores. En el caso de las grandes 
clínicas se negocia el precio y no pagan una licencia anual, sino que lo hacen varias veces por año. En 
definitiva, esa es la métrica. 


SEÑOR ENCISO.- Saludo a la delegación que nos visita y les quiero hacer dos preguntas muy 
puntuales. Por un lado, ¿cómo se materializa el cobro? Entiendo que no hay un vínculo al no tener una 
ley marco. 


SEÑORA NOSEI.- Tenemos la Ley de Derechos de Autor. 


SEÑOR ENCISO.- Es verdad, pero no sé si habilita a que el cobro sea de forma genérica e 
inspeccionada por algún estamento público para que se realice. ¿Hay alguna posible evasión? No sé si 
se entiende mi pregunta. Y, por otra parte, de ser así, ¿qué impacto tiene a nivel nacional? Por ejemplo, 
por mis funciones de Intendente, no tengo conocimiento de que este tema tenga impacto en el interior. 
Estas son dos pequeñas dudas y disculpen mi desconocimiento de la casuística. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría hacer alguna pregunta, también como fruto de mi 
desconocimiento, tal como decía el señor Senador Enciso. 


Por lo que he notado, el plan para el año 2015 es ir por la exhibición en los lugares públicos, 
de acuerdo con la campaña de regularización de bares, restoranes, residenciales, consultorios, 
peluquerías, etcétera. Me gustaría saber qué pasa si alguien no paga esto. ¿Qué es lo que prevé la 
Ley de Derechos de Autor? 


SEÑOR FISCHER.- Muchas gracias por las preguntas. 


La ley marco que rige en la materia es la de Propiedad Literaria y Artística de derechos de 
autor, es decir, la Ley N* 9.739, de 1937, tal como quedó reformada en el año 2003 por la Ley N* 
17.616, de Derechos de Autor y Derechos Conexos. Básicamente, lo que se previó en la ley del año 
2003 fue reconocer una realidad que ya existía: la de las entidades de gestión colectiva de los 
derechos de autor y derechos conexos. En aquel momento las más conocidas eran Agadu —una de las 
más antiguas, tanto a nivel uruguayo como latinoamericano— la Sociedad Uruguaya de Intérpretes — 
Sudei- y la Cámara Uruguaya del Disco, que nuclea a los productores fonográficos. 


La reforma del 2003 le dio un marco formal a la realidad de las entidades de gestión colectiva 
que, como se explicaba anteriormente, obedece a la necesidad de regular ciertos derechos de autor — 
no todos— que son de imposible gestión individual por la sencilla razón de que no se puede saber con 
anticipación cuál será la programación que va a pasar, por ejemplo, una señal de televisión por cable 
desde ahora hasta el final del año. Reitero que sería materialmente imposible, dentro del vastísimo 
catálogo de obras que existe, hacer contrato con cada uno de los titulares del derecho por cada una de 
las obras. No solo sería antieconómico sino físicamente imposible. 


En definitiva, la ley del año 2003 recoge la figura de las entidades de gestión, les da un 
marco jurídico muy desarrollado, establece la forma particular en que deben constituirse como 
asociaciones civiles sin fines de lucro que, luego, para funcionar, necesitan una autorización del Poder 
Ejecutivo. Precisamente, a Egeda Uruguay se le otorgó esa autorización en el año 2007, pero para 
llegar a ella fue necesario transitar todo un procedimiento que también está regulado en la ley e 
implica, en primer lugar, demostrar que se es una entidad representativa del sector. En el caso de los 
fundadores de Egeda se trató de la mayoría de los productores audiovisuales uruguayos, aunque 


también contaba con extranjeros. A su vez, para que se pueda aprobar una entidad de gestión, la 
propia ley exige demostrar que se tenga lo que se llama convenio de representación recíproca con 
entidades similares internacionales para poder representar no solamente a las industrias y a las obras 
locales, sino también poder licenciar un catálogo significativo del exterior. 


En el caso de Egeda Uruguay, el catálogo de obras que representa supera las 700.000 obras 
cinematográficas y baste pensar que una obra cinematográfica implica realmente un desarrollo 
importante. Por su parte, creo que el catálogo de Agadu incluye más de 6:000.000 de obras musicales. 
Cabe destacar que 700.000 películas u obras audiovisuales es realmente un número muy significativo 
por todo lo que implica una producción de este tipo. Obviamente, Egeda, a través del convenio de 
representación recíproca con la mayoría de los productores de obras extranjeras y lo más 
representativo de la industria cinematográfica local, recibió la aprobación para funcionar por parte del 
Poder Ejecutivo. 


Los dos grandes derechos que gestiona son el de retrasmisión y el de comunicación pública. 
Ambos derechos —respondiendo directamente a la pregunta— son los previstos en el artículo 2* de la 
Ley de Derechos de Autor, que es la que enumera el elenco de los derechos. Por lo tanto, el marco 
jurídico que habilita a la gestión colectiva y al cobro de esos derechos es el artículo 2” del capítulo 
específico sobre la comunicación pública, que es muy amplia y va desde la exhibición individual en 
salas de cines —-que es algo que gestiona directamente el productor— hasta la retrasmisión. Voy a 
explicarlo en términos muy sencillos: alguien capta una señal de televisión, que originalmente tiene el 
derecho para emitir un audiovisual, lo incorpora en su grilla, no paga y luego la retrasmite —ese es el 
término jurídico que corresponde— con lo que hace una segunda utilización de la obra. Si no abona por 
ello, obviamente se produce una infracción al derecho, que es lo que está sucediendo en este 
momento con los cableoperadores en el Uruguay. 


El segundo gran derecho es el de la comunicación pública, que básicamente consiste en 
poner a disposición del público obras audiovisuales por cualquier medio, sea por un aparato de 
televisión, Internet, etcétera. 


Con respecto al impacto, cedo la palabra a la Directora Nosei. 


SEÑORA NOSE!.- En el país hay alrededor de 240 cableoperadores. Todos ellos retrasmiten señales 
abiertas. En el interior del país la mayoría muchas veces retrasmite las señales de Montevideo. En ese 
caso, los cableoperadores tienen que pagar el derecho de retrasmisión, que son $ 10 por abonado y 
por mes. Es algo bastante irrisorio, como yo digo: si Directv me sube $ 10 la cuota no me doy cuenta, 
pero multiplicado por muchos abonados se nota. 


En cuanto a lugares abiertos al público en Montevideo, nuestro censo —que es en base a 
información pública proveniente del Ministerio de Salud Pública y de la Intendencia de Montevideo a 
través de la Ley de Acceso a la Información Pública— indica que hay alrededor de 6.000 o 7.000 
lugares abiertos al público, y en el interior del país otros 5.000 o 6.000. Esa es la cobertura; todavía no 
lo tenemos exactamente discriminado por departamento porque toda nuestra lógica de proceso 
empezó con los grandes usuarios de obras audiovisuales, que son los cableoperadores. Ellos fueron 
los primeros con los que quisimos entablar una negociación para regularizar su situación. 
Lamentablemente, después de intentar negociar en 2012, 2013, 2014 y 2015 y no haber llegado a 
ningún acuerdo, todas las instancias se terminaron y el año pasado no tuvimos más remedio que 
comenzar —el chiquito lo único que tiene a su favor es la ley— las acciones judiciales correspondientes 
cuando alguien no cumple la ley. 


Por otro lado, con los pequeños usuarios nuestra tarea maratónica es informar para hacer 
esta parte muy sencilla. Estamos dando facilidades para que el año que viene, cuando hagan sus 
presupuestos anuales, no puedan decir que no lo tenían presente. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Felicitaciones por este programa respecto a la infancia, porque me parece 
muy importante abrir un camino tan interesante. 


Entiendo que paso a paso se van conquistando estos derechos. 


Voy a hacer una pregunta porque ignoro todo lo relativo a la proyección por vía electrónica, 
por Internet. No tengo la menor idea de cuánto se defiende el derecho de la producción audiovisual 
uruguaya. 


SEÑOR FISCHER.- Uruguay está a la avanzada en materia legislativa. La reforma de 2003 mejoró 
sustancialmente el lenguaje de la Ley de Derechos de Autor en cuanto a Internet. Antes se discutía si 
era posible defender los derechos de autor en Internet, pero la ley de 2003 crea una figura que se 
llama «la puesta a disposición». Cualquier acto que implique poner a disposición una obra para que 
potenciales usuarios puedan acceder a ella en cualquier momento y en cualquier lugar constituye un 
acto reservado a la autorización previa del autor. Esto significa que si alguien coloca una película de 
productores nacionales sin su autorización a disposición por cualquier medio, incluido Internet, estará 
violando el derecho. A su vez, en 2006 el Uruguay aprueba dos tratados de la Organización Mundial de 
la Propiedad Intelectual, uno de ellos llamado Tratado de Internet por el que se consagra y mejora toda 
la protección de los derechos de autor en Internet. 


De todos modos, una cosa es la teoría y otra la práctica. Realmente, desde el campo de lo 
que significa la práctica, uno no puede estar enjuiciando a los usuarios. Además, hay una casuística 
muy variada; están los grandes usuarios, que conocen perfectamente los derechos y que a veces 
hacen caso omiso de ellos, como también otro tipo de situaciones. La defensa de los derechos de autor 
es un camino arduo. Coincidimos en que lo primero pasa por la educación, muchas veces por la 
formación y por hacer conciencia de que cuando el uso persigue obtener un beneficio hay que pagar, 
del mismo modo que con cualquier servicio o uso de una prestación física o intelectual. Eso no llama la 
atención; es más, quienes pagan otro tipo de derechos —por ejemplo, sobre las obras musicales, 
etcétera— son los que hoy se niegan a reconocer los derechos de los productores audiovisuales. 


SEÑORA GAVIGLIO.- Quería mencionar que dentro de su gestión Egeda procura detectar obras 
audiovisuales que sean subidas ilegalmente a fin de exigir que se bajen. 


SEÑORA NOSEI.- Tenemos un acuerdo con YouTube mediante el cual subimos a sus servidores las 
obras que están protegidas por nosotros. Entonces, ellos buscan permanentemente en su base de 
datos y si esas obras tienen más de diez minutos de duración, las bajan. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Mi pregunta apuntaba a la situación de los grandes mayoristas de la difusión 
de cine por Internet, donde el usuario se suscribe. ¿Cuál es el grado de control? 


SEÑORA NOSEI.- Por ejemplo, Netflix acuerda con el productor. Lo que nosotros perseguimos y 
controlamos es a quienes van al cine, graban la película y luego la suben ilegalmente a YouTube. El 
productor recibe una alarma, nos avisa y nosotros nos comunicamos con YouTube y la baja. 


SEÑOR TOURNIER.- Hay más de treinta sitios piratas en el mundo; los rusos son los más «pirateros». 
No hay forma de parar esto; todos los días Google me avisa que hay una nueva bajada. Reitero que no 
hay forma de parar esto y son más de treinta los lugares donde esto sucede. 


SEÑORA RUOCCO.- Simplemente quería decir que en realidad estamos pidiendo algo que 
consideramos que nos corresponde y que no es para nada inusual en otras partes del mundo. Por el 
contrario, en muchos otros países la persona física paga un impuesto por tener un televisor y una 
radio, cuyo destino es directamente la radio y la televisión públicas, que a su vez invierten ese dinero 
en fondos para el apoyo del cine y la radio, ayudando así a la producción nacional. Quiere decir que 
hay una retroalimentación permanente. No es un dinero que se pierde y que no se sabe a dónde va. Es 
el propio Estado el que invierte. 


Este sistema lo vi en Alemania. Allí las personas físicas, aparte de las empresas —incluso hay 
impuesto no solo por tener un televisor o una radio, sino por tener una computadora, más allá de si se 
ve O escucha- tienen que pagar cada dos meses una cifra que va directamente a la gestión que 
recauda cada estado —en este caso es un estado federal— y, a su vez, ese dinero se reinvierte en la 


televisión pública de cada estado y en la televisión nacional, que invierte en los fondos que apoyan a la 
televisión y al cine nacional y público. 


Quería informar esto porque si uno no conoce, no sabe. Lo que mencioné no es nada 
extraño, sino que sucede en muchos países. Incluso, dentro de América Latina ya se está 
implementando. Claro que es difícil hacerle entender esto a la gente. Lo mismo sucede con los 
impuestos. Es decir, a la gente le cuesta pensar que tiene que pagar un impuesto aun cuando sabe 
que la mayor parte de él —como el IRPF- es para poder volver a invertir en lo que uno quiere que el 
Estado le dé, como servicios e infraestructura. De eso también se trata todo esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación por su presencia, información y el material que 
nos han traído. 


(Se retiran de sala los representantes de Egeda Uruguay). 


—En la sesión anterior nos llegó una solicitud de audiencia de la Sociedad Rodoniana del 
Uruguay, institución sin fines de lucro que está organizando las actividades en conmemoración del 
centenario de la muerte de José Enrique Rodó y que quiere contar con el apoyo de ambas Cámaras. Al 
respecto, la Presidencia consulta a los señores Senadores si están de acuerdo en recibirlos en la 
próxima sesión. 


(Apoyados). 


SEÑORA PASSADA.- No me opongo a que los recibamos, pero creo que el tema puede quedar 
englobado dentro de la propia Presidencia de la Cámara de Senadores y de la de la Cámara de 
Representantes, porque es una actividad en un marco de fechas. Me parece que está bien 
escucharlos, pero si bien la Secretaría de Presidencia nos manda esta solicitud a nosotros, entiendo 
que es ella la que debe abordar este tema, más que la Comisión de Educación y Cultura del Senado, 
en tanto está dirigida a esa oficina, al igual que el otro envío, referido a una escuela en Jaureguiberry. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, conocía esa información. 


En cuanto a la propuesta del Centro de Comerciantes de Neumáticos del Uruguay y su 
proyecto de escuela sustentable, no sabemos si es un tema que le corresponda a la Comisión de 
Educación y Cultura. 


SEÑORA PASSADA.- En la nota que se nos enviara figura la invitación a una cena que ya se realizó. 
SEÑORA PRESIDENTA.- La invitación se la hicieron al señor Presidente del Senado. 
(Dialogados). 


—Entonces, no tendríamos otro punto en el Orden del Día para la próxima sesión de la 
Comisión. 


En todo caso, el asunto de la Sociedad Rodoniana no lo agendamos sino que lo consultamos 
con la Secretaría del Senado, como sugirió la señora Senadora Passada. De todas formas, hay tiempo 
porque el festejo es recién en el 2017. 


Respecto al asunto de Cinemateca, creo que tendríamos que enviar la versión taquigráfica al 
Ministerio de Educación y Cultura. 


En cuanto a Egeda Uruguay, pienso que su visita tenía más fines informativos que otra cosa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17 y 41). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


